1-23084-1

CIUDADANOS DIPUTADOS:
El que suscribe, DIPUTADO JORGE ALBERTO SALINAS OSORNIO, con fundamento en la facultad que otorga el artículo 28, fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco, y conforme a los artículos 147, párrafo 1, fracción I y 148, párrafo  de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, me permito poner a consideración de esta Asamblea Legislativa, la siguiente iniciativa de ley QUE DEROGA EL TITULO SEGUNDO “DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS”, Y LOS ARTÍCULOS 206 A 221 DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO, de conformidad con la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:
A lo largo del ejercicio constitucional de esta Legislatura, hemos impulsado desde la Comisión de Hacienda y Presupuestos, una serie de reformas, trabajos y proyectos a fin de modernizar el esquema hacendario, presupuestal y de rendición de cuentas y de los Municipios.

Dicho marco ha dado muestras de total agotamiento, anquilosamiento y de ser superado por la realidad. En ese contexto, las nuevas pautas de transparencia o fiscalización, para ser realidad, requieren de nuevas formas de planear, programar y presupuestar.

Así las cosas, se han aprobado una reforma constitucional que clarifica los plazos y momentos para la aprobación dl Presupuesto de Egresos por parte del órgano legislativo estatal.

De igual forma, de cara a la sociedad, se han realizado ejercicios serios, responsables, técnicos y por ende, alejados de los intereses políticos para construir Presupuestos de Egresos que se conviertan en medio que coadyuve para fortalecer la competitividad, el desarrollo regional, la inversión en infraestructura y el fortalecimiento de la economía. Así, mismo se busca consolidar la austeridad, la racionalidad, la disciplina fiscal, no en el discurso, sino en la realidad. Conviene recordar lo aprobado por la Comisión de Hacienda y Presupuestos de este Congreso, dentro del Plan de Trabajo para el año 2008, establece como uno de sus objetivos:
“Dotar a la hacienda pública del Estado de elementos institucionales que permitan optimizar el balance presupuestal de ingresos y gastos; sensibles, en el primer caso, a la situación de las finanzas de los ciudadanos y, conscientes en el segundo caso de la relevancia de articular el egreso público con las prioridades establecidas en el Plan Estatal de Desarrollo, a través de instrumentos programáticos realistas y congruentes con las necesidades de desarrollo de la entidad.”

Por otro lado, esta serie de objetivos fundamentales han hecho necesario analizar y adecuar el marco normativo que rige citado el proceso de presupuestación. Estos arduos trabajos, han dado como conclusión un dictamen mediante el cual, se crean nuevos cuerpos legales, a la par de adaptarse otras leyes, bajo los siguientes principios y objetivos:

I. Los integrantes de la Comisión Legislativa de Hacienda y Presupuestos y de la Comisión Especial de la Reforma Integral para la Competitividad y el Desarrollo del Estado de Jalisco, así como de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, coincidimos con la Iniciativa en estudio, respecto a que nuestra entidad requiere un sistema presupuestario que oriente los recursos de manera estratégica y que permita garantizar las condiciones sociales, económicas y políticas para satisfacer los requerimientos de empleo n los sectores productivos de la sociedad, consolidando así una colectividad cuyo sustento resida en el equilibrio de los asuntos económicos, sociales y ambientales.

Para ello, Jalisco requiere un marco legal que garantice una aplicación de los recursos públicos coherente con las prioridades establecidas en el Plan Estatal de Desarrollo (PED), así como instrumentos sólidos para la medición de resultados, que permitan elevar el desempeño de las acciones gubernamentales.

En este contexto, la Iniciativa en cuestión fue planteada a través de seis principios (1) fortalecimiento de la articulación de las fases de la Planeación para el Desarrollo como macro proceso integrador de la dinámica presupuestal; (2) racionalidad del gasto publico; (3) regionalización del gasto publico; (4) transparencia presupuestal y reducción de la discrecionalidad; (5) presupuestación multianual; y (6) medición del desempeño y rendición de cuentas.

II. El primero de los principios rectores de la Iniciativa en comento, referente al fortalecimiento de la articulación de las fases de la Planeación del Desarrollo apunta a la definición de las prioridades estatales y a la necesidad de que los recursos públicos se destinen inequívocamente a su atención, es decir, a articular la planeación y la presupuestación.

Actualmente en Jalisco se establecen las fases de planeación, programación, presupuestación, control y evaluación como un proceso orientado  a la instrumentación y seguimiento  del Plan Estatal de Desarrollo y los programas de gobierno que se deriven del mismo. Dicho proceso se encuentra regulado por diversas normas jurídicas; los principios y ordenamientos básicos para la planeación se encuentran primordialmente en la Ley de Planeación para el Estado de Jalisco y sus Municipios, la presupuestacion en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco, el control y la evaluación en la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco, sin embargo, es de resaltar que la fase de programación, crucial para la planeación para el desarrollo, se regula en la Ley de Planeacion para el Estado de Jalisco y sus Municipios pero de manera deficiente, dando lugar a vacíos significativos en este rubro.
La Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco define la programación como “la fase donde las Dependencias y Entidades desarrollan sus programas, partiendo de una selección de objetivos estratégicos y metas para orientar sus proyectos y actividades, así como las unidades responsables de su ejecución”, de manera complementaria, el artículo 38 de la misma Ley, establece que la estructura del presupuesto de egresos tendrá una base programática, sin embargo, no señala el procedimiento mediante el cual se realiza la programación, la vinculación de esta con la planeación y la presupuestación, el conjunto de actores o participantes que determinaran los proyectos o procesos, ni las bases para establecer las prioridades correspondientes. De esta forma, la programación como la fase donde se establecen los programas y proyectos así como donde se establecen las bases para determinar los recursos que se requieren para se ejecución, no cuentan con un marco normativo y criterios que favorezcan la eficiencia, profesionalización y articulación con las demás fases de la planeación para el desarrollo.
En este sentido, la Iniciativa de reforma pretende conciliar y articular las distintas fases del proceso, poniendo especial atención a la etapa de programación como enlace fundamental de planeación y evaluación global del actuar gubernamental con la necesidad de detalle de la presupuestacion y contabilidad gubernamental.

III. El segundo principio de la reforma atiende la necesidad de racionalizar el gasto publico, orientando los recursos hacia la consecución de los fines establecidos en los instrumentos de planeación de, manera eficiente, sistemática y coherente, produciendo así el máximo aprovechamiento de los recursos públicos. Dada su importancia, este es un principio que requiere ser atendido dentro de la normatividad jalisciense, pues de acuerdo con un estudio reciente de la Comisión Económica para América latina y el Caribe (CEPAL), nuestra entidad ha sido considerada “como un territorio no dinámico y con alto PIB per cápita, ‘potencialmente perdedor’, retroceso. Por tanto, es una entidad que ha reducido dinamismo debido a su decremento en competitividad, es decir, una disminución de sus ventajas comparativas, que pueden ser permanentes o pasajeras, según sea la capacidad de reposicionamiento que se pueda ejercer localmente. Su lento crecimiento se explica con la perdida de dinamismo del sector industrial y de algunos subsectores terciarios.”
En virtud de esto, la Iniciativa en comento estable elementos que favorecen la vinculación entre la programación y presupuestación de una manera mas eficiente así como una priorización de obras, proyectos y procesos sustentada en el análisis técnico, que favorezca la asignación de recursos para los rubros de mayor importancia para la consecución del desarrollo estatal.

IV. El tercer principio se refiere a la asignación de recursos regionales, donde si bien es cierto que el proceso de regionalización del estado se inicio hace alrededor de diez años y que los primeros planes de desarrollo regional se construyeron hace mas de ocho, debemos reconocer que aun no hemos  logrado vencer la lógica centralista que ha prevalecido en nuestro estado, prueba de ello es que de conformidad con un informe ejecutivo de la Secretaria de Planeación publicado el 15 de septiembre de este año, existe una alta centralización de los recursos públicos destinados a obra, con mas de 2 millones para Guadalajara y de 1 mil 300 millones para Zapopan en el presupuesto 2008, en contraste con municipios como San Ignacio Cerro Gordo, que supone la necesidad de una inversión sustantiva en virtud de ser el de mas reciente creación, solo se le han asignado 122 millones de pesos. Visto por regiones la tendencia se repite, mientras la región 12 Centro concentra 5 mil 532 millones, la región Sierra de Amula cuenta apenas con 1mil 192 millones.
Ello apunta a asegurar que los recursos que se ejercen en las regiones se destinen a obras y proyectos relevantes, así como el establecimiento de criterios claros que garanticen que en el mediano y largo plazo la inversión se dirigirá hacia el impulso de los ejes estratégicos del desarrollo regional.

En este orden de ideas, la reforma busca el equilibrio entre regiones, no solo atiendo a las concentraciones poblaciones, sino también a las potencialidades regionales y a la necesidad de fortalecer e igualar la estructura de oportunidades de desarrollo para los jaliscienses, independientemente de la región en que se encuentre. Ello, mediante la implementación de una política que permita incrementar la actividad económica y reducir la pobreza y marginación.
V. Aunado a ello, la reforma fortalece la posibilidad de realización de proyectos de gran alcance, que implican mas de un ejercicio fiscal, a través del quinto principio planteado, el cual brinda certeza a los ciudadanos, autoridades municipales e incluso empresarios que actúen como contratista del gobierno estatal o como socios en torno a la continuación y conclusión de proyectos relevantes, elevando así  la el nivel de competitividad estatal.
VI. Finalmente el sexto principio que orienta la Iniciativa en comento, gira en torno al tema de un presupuesto por resultados, de manera que se incluyen propuestas para establecer en nuestro estado un presupuesto con énfasis en el alcance de resultados; es decir, que los órganos públicos fijen los objetivos que se pretende alcanzar con los montos asignados a los programas correspondientes y que, el grado de cumplimiento de dichos objetivos sea efectivamente verificado por medio de indicadores y metas especificas susceptibles de comprobación y evaluación. Asimismo, se propone que los resultados de las evaluaciones se consideren para la toma de decisiones relativa a los procesos de programación y presupuestación de los años subsecuentes, con la finalidad de hacer más eficiente la asignación de los recursos públicos y, por ende, políticas y los programas con mayor eficacia.
VII. A estos logros, podemos añadir la reformulación de las leyes de ingresos municipales, trabajo si bien no espectacular, si arduo e intenso que nos ha llevado a contar con leyes de ingresos que se apeguen a los postulados municipalistas que consagra el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado y diversos ordenamientos estatales.

En este tenor, encontramos que si bien las citadas leyes de ingresos debían concretarse a definir las contribuciones y percepciones que ingresaban en las haciendas municipales, estas eran todo un comprendido de disposiciones administrativas de carácter interno, que necesariamente tendrían que encontrarse en los reglamentos municipales.

Se  llegaba al extremo de imponer requisitos y definir la entrega de documentación para determinados tramites e incluso, de pretender establecer el organigrama o la denominación de las dependencias municipales. Llegamos inclusive, al absurdo de legisladores que consideraban que los actos de las dependencias municipales en materia de padrón y licencias no eran validos, por no contar con la denominación de “oficialías”, que se les buscaba imponer a través de las citadas leyes de ingresos.

Estas situaciones, aunadas a la aprobación irregular de pretendidas “aclaraciones de errores” en dichas leyes, propiciaba inseguridad jurídica, falta de competitividad y una ausencia de políticas de mejora regulatoria y desregulación administrativa. De igual forma, las leyes de ingresos se colocaban en contradicción con disposiciones de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal.
Todo ello, finalmente acreditaba el desconocimiento de los postulados constitucionales que aseguran al Municipio como ámbito de gobierno, lo que deja claro de igual forma, que el discurso de la autonomía municipal es para algunos, solo eso, discurso.

Afortunadamente, la Comisión de Hacienda y Presupuestos si entiende que la autonomía municipal es base fundamental de nuestro orden jurídico, así como de nuestro sistema político y administrativo. Ello se ha reflejado en las leyes de ingresos, mismas que han sido depuradas de esa serie de disposiciones que regulan la actuación, denominación y obligaciones de las dependencias municipales, los tramites a seguir en las mismas, las clasificaciones de mercados y tianguis, etc.., es decir, todo aquello que no sea definir las tasas, cuotas o tarifas de las diferentes contribuciones municipales.
Reconocemos que todavía se siguen conservando en dichos cuerpos legales disposiciones que debieran encontrarse en los reglamentas municipales. Sin embargo, es claro que durante esta legislatura continuaremos con ese claro objetivo de depurar las leyes de ingresos, respetando al máximo la autonomía municipal y permitiendo que sean los ayuntamientos quienes regulen las materias que les son propias en sus respectivos ordenamientos municipales.
        Como extensión de esos objetivos, y con el firme compromiso de seguir fortaleciendo la autonomía municipal, legislando únicamente bases generales respecto de los temas que la Carta Magna así autoriza a las legislaturas locales, consideramos que se debe dar claridad al tema del proceso de presupuestación municipal, mismo que es regulado por dos ordenamientos legales con disposiciones vigentes: la Ley de Hacienda Municipal y la citada Ley del Gobierno y la Administración Municipal del Estado de Jalisco.

          Al respecto, dicha situación que genera dudas e incertidumbre tanto en autoridades municipales, como  a la propia ciudadanía, respecto a que norma es aplicable para el proceso de presupuestación surge porque al aprobarse la citada ley que establece las bases generales de la administración pública municipal, se regularon, precisamente bases generales, el proceso en comento y sin embargo, no se realizo la abrogación expresa de los numerales aplicables de la Ley de Hacienda Municipal, mismos que han permanecido en vigor.
           A continuación, se plasma ambas regulaciones, a fin de no dejar lugar a dudas que estamos frente a un proceso de presupuestación municipal regulado por dos leyes distintas, lo que provoca un conflicto de leyes en el espacio: 

· Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.

TITULO SEGUNDO

DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS

CAPITULO I

DE LA ESTRUCTURA

ARTÍCULO 206.- El Presidente Municipal, para la elaboración del presupuesto de egresos, presentara al Ayuntamiento los siguientes documentos:

I. La estimación de los ingresos a recaudar, tomando como base los rubros señalados en la Ley de Ingresos correspondiente al ejercicio fiscal siguiente;

II. Las previsiones de gastos destinados a cada capitulo, concepto y partida, para el sostenimiento del desarrollo de los servicios públicos ene el siguiente ejercicio fiscal; y 

III. Los demás informes financieros y datos estadísticos que estime conveniente agregar, para la mejor comprensión de su política hacendaria y del programa de trabajo.

Artículo 207.- Las previsiones de egresos a que se refiere la fracción II del artículo anterior, se clasificaran de acuerdo a su naturaleza, por objeto del gasto, conforme a las siguientes bases: 

1ª. Los capítulos fundamentales para la clasificación del gasto publico serán: 

I. Servicios Personales;

II. Materiales y suministros;

III. Servicios Generales;

IV. Subsidios y Subvenciones;

V. Bienes Mueble y Inmuebles;

VI. Obras Públicas;

VII. Erogaciones Diversas; y 
VIII.  Deuda Pública.

IX. Inversiones y construcciones;

X. Deuda Pública;

2ª. Estos capítulos se derivan en conceptos, que representaran los grupos de autorización de naturaleza semejante; y  

3ª. Los conceptos se derivan en partidas que representen en forma específica el gasto público.

Los capítulos, conceptos y partidas que se utilizaran para la elaboración del presupuesto de egresos, deberán ajustarse al catalogo proporcionado por la Auditoria Superior del Estado, para los efectos de la revisión de la cuenta pública.

Los Ayuntamientos podrán prever para su ultimo año de gestión administrativa, en sus respectivos presupuestos de egresos un capitulo especifico para el proceso de entrega-recepción del órgano de gobierno municipal y de la administración pública que le deriva, con el objetivo de eficientar, agilizar y transparentar este proceso.
Los Ayuntamientos deberán cumplir con los criterios de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestal al prever esta partida.
CAPITULO II

DE LA ESTIMACION DEL MONTO

Artículo 208.- Para los efectos de la determinación del monto del gasto público, el Tesorero Municipal deberá allegarse todos aquellos datos que considere necesarios, elaborando con ellos el proyecto que presentaran al Presidente Municipal, para que este, a su vez, lo presente al Ayuntamiento.

Artículo 209.- El Tesorero Municipal, ajustándose a las estimaciones de ingresos aprobadas, formulara el anteproyecto de gastos definitivo.

CAPITULO III

DE LA INICIATIVA, DISCUSION Y APROBACION

ARTÍCULO 210.- El Presidente Municipal, dentro de los primeros quince días del mes de noviembre de cada año, deberá presentar al Ayuntamiento el Proyecto de Gastos Público, el cual se integrara con los documentos siguientes:
I. Estimación de los ingresos a recaudar, tomando como base la política recaudatoria y la Ley de Ingresos que regirá en el ejercicio fiscal siguiente;

II. Descripción clara de los programas que sean la base del gasto público, en los que deberán señalarse los objetivos, metas, y las unidades responsables de su ejecución, así como los egresos estimados por programas;

III. Explicación y comentarios de los principales programas y , en especial, de aquellos que abarquen dos o mas ejercicios fiscales;

IV. Estimación de gastos para el ejercicio fiscal que se propone, con la indicación de los empleos que se incluyen;

V. Estimación de ingresos y gastos del ejercicio fiscal en curso;

VI. Ingresos y gastos reales del ultimo ejercicio fiscal;

VII. Las previsiones de egresos destinados a cada capitulo, concepto y partida, para el sostenimiento y desarrollo de los servicios públicos en el siguiente ejercicio fiscal;

VIII.  Situación de la deuda pública al final del ultimo ejercicio fiscal, y estimación de la que se tendrá al termino de los ejercicios fiscales en curso y el inmediato siguiente;

IX.  El desglose y justificación de las diferentes partidas del presupuesto;

X. Las plantillas de personal en las que se especifique jornada, nivel, sueldo y demás prestaciones económicas que, por cualquier concepto, se asignen a cada uno de los servidores públicos del municipio;

XI. El sueldo y la totalidad de las prestaciones económicas asignadas a los funcionarios de alto nivel de los ayuntamientos, incluyendo aquellos de elección popular y a los titulares de las dependencias y entidades municipales o en su caso, empresas de participación mayoritaria municipal; y  

XII. Los demás informes financieros y datos estadísticos que considere conveniente, para la mejor comprensión de su política hacendaria y del programa de administración. 

XIII. Artículo 211.- Una vez estudiando y revisando el Proyecto del Gasto Público, el monto del mismo será el que se apruebe por el Ayuntamiento, para erogar dicho gasto, durante el periodo de un año, a partir del día 01 de enero.
Si por cualquier circunstancia el ayuntamiento no aprueba en términos el presupuesto de egresos correspondiente, se deberá aplicar el ejercicio el año inmediato anterior, incluyendo sus modificaciones.

Artículo 212. Aprobado el presupuesto de egresos para e ejercicio fiscal respectivo, el gobierno municipal deberá remitir, antes del día veinte de diciembre de cada año, las copias del mismo y del acta de la sesión de ayuntamiento en que se aprobó, a la Auditoria Superior, para su conocimiento y efectos de control y revisión de la cuenta pública.

El presidente municipal, dentro de los treinta días que sigan a la aprobación del presupuesto, o en su caso, de las modificaciones o ampliaciones del mismo, deberá ordenar la publicación de las percepciones económicas que se hubieren determinado para cada uno de los servidores públicos del ayuntamiento.

Mientras no se hubiera realizado la publicación, tales servidores públicos no podrán percibir ningún pago que no tengan expresamente asignado conforme a la última publicación efectuada.
Las partidas destinadas al pago de prestaciones económicas distintas al sueldo se aplicaran atendiendo lo previsto en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y demás normatividad aplicable, sin que se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de bonos anuales o con cualquier otra periodicidad, gratificaciones por fin del encargado u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración que deben recibir legalmente los servidores públicos, cualquiera que sea su denominación.
La publicación a que se refiere el párrafo anterior deberá hacerse en la Gaceta Municipal, en por lo menos uno de los diarios de mayor circulación en el Estado y, si los hubiere, en uno o mas periódicos de la localidad de que se trate.

CAPITULO   IV

DE  SU  EJERCICIO

ARTÍCULO 213.- La ministración de los fondos correspondientes será autorizada, en todos los casos, por el Tesorero Municipal, en los términos de la Ley Orgánica Municipal.
Artículo 214.- Una vez concluida la vigencia del gasto publico, solo procederá a hacer pagos con base en el, por los conceptos efectivamente devengados en el año que corresponda y siempre que se hubiesen contabilizado, debida y oportunamente, las operaciones correspondientes.

Artículo 215.- El gasto público deberá de ejercerse, conforme a lo autorizado en cada una de las partidas del presupuesto d egresos.

Artículo 216.- Los nombramientos que expida el ayuntamiento serán enviados a la dependencia encargada da la hacienda municipal, con copia a la Auditoria Superior, dentro de los 5 días siguientes a la fecha en que se expidan los documentos relativos.

Artículo 217.- Ningún gasto podrán efectuarse, sin que exista partida expresa del gasto público que la autorice.

Toda erogación deberá ajustarse estrictamente, al texto de la partida que reciba el cargo. En los casos de duda, el Tesorero Municipal resolverá lo conveniente.

CAPITULO V

DE LAS MODIFICACIONES
ARTÍCULO 218.- El gasto público no podrá modificarse en ninguna de sus partidas, sin la previa autorización del Ayuntamiento.

Artículo 219.- A toda proposición de creación de partida o aumento del gasto en el presupuesto de egresos, deberá agregarse la correspondiente iniciativa de ingresos, si con tal proposición se altera el equilibrio ingreso-gasto.

Artículo 220.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el Presidente Municipal, por conducto del encargado de la hacienda municipal del ayuntamiento, prepara las iniciativas de las modificaciones correspondientes, debiendo comunicar a la Auditoria Superior dichos cambios, dentro de los cinco días posteriores a la realización de los mismos.

Artículo 221.- Excepcionalmente, cuando por razones de contingencia, la hacienda pública municipal cuente con disposiciones cuyo monto supere la cobertura del gasto público autorizado para el ejercicio fiscal, el Presidente Municipal, previo acuerdo del ayuntamiento, queda facultado para aplicarlo, dentro de la programación general de las actividades oficiales, obras y servicios públicos a cargo del ayuntamiento sin perjuicio de la revisión y control que debe practicar la Auditoria Superior del Estado.
· Ley de Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco.

Artículo 79. El Congreso del Estado debe aprobar las leyes de ingresos de los municipios. Los presupuestos de egresos deben ser aprobados por los Ayuntamientos, con base en sus ingresos disponibles, planes municipales de desarrollo, programas que señalen los objetivos, las metas con base en indicadores de desempeño y las unidades responsables de su ejecución, traducidos en capítulos, conceptos y partidas presupuestales, así como  a los principios de racionalidad, austeridad, disciplina presupuestal, motivación, certeza, equidad y proporcionalidad.
Dichos indicadores de desempeño corresponden a un índice, medida, cociente o formula que permita establecer un parámetro de medición de lo que se pretende lograr en un año expresado en términos de cobertura, eficiencia, impacto económico y social, calidad y equidad.
Asimismo, los presupuestos se sujetan a las siguientes reglas: 

I. Los Ayuntamientos deben elaborar y aprobar sus presupuestos de egresos, a mas tardar, el día 15 de diciembre del año anterior al en que deben regir, considerando su actividad económica preponderante, la extensión de su territorio, las actividades prioritarias de sus habitantes, la amplitud de sus servicios públicos, la forma de distribución de la población, la prioridad de la obra pública y sus endeudamientos. 
En caso de que para el día 15 de diciembre no sea aprobado el Presupuesto de Egresos correspondiente se aplica el ejercicio el año inmediato anterior, incluyendo sus modificaciones.

Los recursos que integran la hacienda municipal deben ser ejercicios en forma directa por los Ayuntamientos, o bien, por quienes ellos autoricen en sus reglamentos;

II. Los presupuestos de egresos de los municipios, deben contener:

a) La información detallada de la situación hacendaria del Municipio durante el ultimo ejercicio fiscal, con las condiciones previstas para el próximo;

b) La estimación de los ingresos que se estimen recaudar, para el próximo ejercicio fiscal; 

c) Previsiones de egresos en relación a cada capitulo, concepto y partida para el sostenimiento  de las actividades oficiales, obras o servicios públicos, en el siguiente ejercicio fiscal;

d) Las plantillas de personal en las que se especifiquen los empleos públicos del municipio y señale el total de las percepciones económicas a que tenga derecho cada uno de los servidores públicos municipales, sin que se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de bonos anuales o con cualquier otra periodicidad, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración que  deben recibir legalmente los servidores públicos, cualquiera que sea su denominación, para efectos de la fiscalización de la cuenta pública; y 
e) Los informes financieros y datos estadísticos que se estimen convenientes para la mejor determinación de la política hacendaria y del programa de gobierno, y 

III. Las previsiones de egresos se deben clasificar conforme a su naturaleza de acuerdo con las siguientes bases:

a) Capítulos fundamentales de autorización:

I. Servicios Personales;

II. Materiales y Suministros;

III. Servicios Generales;

IV. Subsidios y Subvenciones;

V. Bienes Muebles e Inmuebles;

VI. Obras Públicas;

VII. Erogaciones Diversas; y

VIII. Deuda Pública.

b) Los capítulos respectivos se dividen en conceptos, o sea, en grupos de autorización de naturaleza semejante; y

c)    Los conceptos se dividen a su vez en partidas que representen en forma específica el gasto público.
Si alguna de las asignaciones vigentes en el presupuesto de egresos resulta insuficiente para cubrir las necesidades que originen las funciones encomendadas al gobierno y administración pública municipal, el Ayuntamiento puede decretar las ampliaciones necesarias previa justificación que de estas se haga.

Artículo 80. La oficina encargada de la Hacienda Municipal no debe hacer ningún pago sin la orden expresa del Presidente municipal, que debe autorizar el servidor público encargado de la secretaria del Ayuntamiento.
Únicamente el Presidente Municipal esta autorizado a condonar multas, así como a autorizar al funcionario encargado de la Hacienda Municipal a que firme convenios tendientes al pago a plazo de créditos fiscales, cuando de exigirse el pago total de los mismos se causare la insolvencia del deudor, previo estudio del caso. Los plazos mencionados nunca podrán exceder de seis meses, y deben asegurarse siempre el interés fiscal. Las atribuciones que establece este párrafo podrán ser delegadas por el Presidente Municipal, en los términos de lo dispuesto por los reglamentos respectivos.

Artículo 81. La oficina encargada de la Hacienda Municipal es la única dependencia autorizada para ejercer la facultad económico coactiva en los términos previstos por la Ley de Hacienda Municipal, para hacer efectivas las contribuciones, sanciones pecuniarias y demás arbitrios, salvo lo establecido en los convenios que lleguen a celebrarse con el Estado.
           Como se puede apreciar, la regulación contenida en la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal es mas moderna y sobretodo, cumple con la obligación de establecer únicamente bases generales, dejando para la reglamentación municipal, el desarrollo y regulación especifica de dichas normas, atendiendo a las particulares circunstancias, condiciones, recursos y posibilidades de nuestros municipios; ello recordando a la par, que Jalisco cuenta con ciento veintiocho realidades municipales distintas.

             Por otro lado, al igual que en el tema de las leyes de ingresos municipales, consideramos que la Ley de Hacienda Municipal debe concretarse, como establece su artículo 1, a establecer los impuestos, contribuciones especiales, derechos, productos, aprovechamientos y participaciones que percibirán los municipios. Por lo anterior, dicha ley no es el espacio correcto para establecer las bases generales que regularan el proceso de presupuestación municipal.
            Por todo ello, e insistiendo nuevamente en la necesidad de dar certidumbre y claridad a autoridades y ciudadanos, es que proponemos la derogación del Titulo Segundo “Del Presupuesto de Egresos”, y de los artículos 206 al 221 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, destacando nuevamente que tan esencial tema no se quedara sin regulación, ya que persistirá la contenida en al ley que establece las bases generales de la administración pública municipal.

            Para concluir, hacemos hincapié en la necesidad de valorar y consolidar la autonomía municipal. No podemos ya, y así lo debemos entender, como legisladores, pretender crear dependencias municipales o imponer requisitos a los distintos servidores públicos del Municipio. Quien piensa en contrario, ataca precisamente a la institución municipal y evita que en cada municipio, pueblo y gobierno se organicen a partir de sus particulares anhelos, circunstancias y proyectos.   
Afortunadamente, Acción Nacional insiste nuevamente en la consolidación del Municipio, como en su tiempo lo hacia Don Efraín González luna:

“El verdadero renacimiento municipal, esta por hacerse. Si no se emprende pronta y eficazmente, se compromete sin remedio todo esfuerzo nacional. El Municipio es el cimiento y es la clave. Necesitamos restituirle la conciencia de su ser, de su dignidad, de su misión, devolverá su ámbito propio y dejarlo surgir de sus ruinas, reconstruyendo su propia vida: Sólo así podrá ser unidad viva y sana de una patria fuerte”.

Por lo anteriormente expuesto, y conforme a los artículos 147, párrafo 1, fracción I y 148, párrafo 1, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, solicitando sea turnada a la Comisión de puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, así como a la Hacienda y Presupuestos, someto a la elevada consideración de esta Asamblea Legislativa la siguiente iniciativa de ley de:

LEY

QUE DEROGA EL TÍTULO SEGUNDO “DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS”, Y LOS ARTÍCULOS 206 AL 221 DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO.
ARTÍCULO ÚNICO. Se deroga el Titulo Segundo “Del Presupuesto de Egresos”, y los artículos 206 al 221 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, para quedar como a continuación se establece: 

Artículos 206 al 221. Derogado.

TRANSITORIOS

ÚNICO. El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

Atentamente

Guadalajara, Jalisco. Abril de 2009.

DIP. JORGE ALBERTO SALINAS OSORNIO.
